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RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA N° 033 

  
VISTOS Y CONSIDERADOS: 
 
Que, de acuerdo al Artículo 272 de la Constitución Política del Estado, la autonomía implica la elección 
directa de sus autoridades por la ciudadanía, la administración  de recursos económicos y el ejercicio de 
facultades legislativa, reglamentaria, fiscalizadora y ejecutiva, por los órganos del Gobierno autónomo en 
el ámbito de su jurisdicción  y competencias. 
 
Que, por previsión del Articulo 279 del mismo texto Constitucional establece que: “El órgano ejecutivo 
departamental está dirigido por la Gobernadora o el Gobernador, en Condición de máxima autoridad 
ejecutiva”. 
 
Que, la Constitución Política del Estado en el numeral 11) del artículo 108, establece como deber de las 
bolivianas y bolivianos “socorrer con todo el apoyo necesario, en casos de desastres naturales y otras 
contingencias”; estando por ende todos los habitantes de nuestro Departamento obligados a realizar 
todas las acciones y gestiones necesarias para el apoyo en estos desastres naturales. 
 
Que, la Ley N° 031, de 19 de julio de 2010, Marco de Autonomías y Descentralización, en el parágrafo II 
del artículo 100, atribuye a los Gobiernos Autónomos Departamentales competencias exclusivas en 
materia de Gestión de Riesgos y Atención de Desastres Naturales, estableciendo en el numeral 7) la 
facultad exclusiva para declarar desastre y/o emergencia, en base a la clasificación respectiva y acciones 
de respuesta y recuperación integral de manera concurrente con los Gobiernos Autónomos Municipales e 
Indígena Originario Campesinos. 
 
 Que, el Reglamento a la Ley N° 602, del 29 de abril de 2015, que tienen por objeto: “regular el marco 
institucional y competencial para la Gestión de Riesgos, que incluye la reducción del riesgo a través de la 
prevención, mitigación y recuperación y; la atención de desastres y/o emergencias (…).” 

 
Que, entre las instancias encargadas de la atención de desastres y/o emergencias y recuperación, se 
encuentra el Comité de Operaciones de Emergencia Departamental (COED), que de acuerdo a lo 
establecido en el Artículo 13 del mismo cuerpo legal, se encontrará conformado, activado y liderado por 
el Gobierno Autónomo Departamental a través de sus áreas funcionales o unidades organizacionales de 
gestión de riesgos en coordinación con el Viceministerio de Defensa Civil. 

 
Que, en lo que respecta a la declaratoria de desastres y/o emergencia, la misma Ley N° 602 en su 
Artículo 39, inciso b) indica que el nivel departamental podrá declarar Emergencia Departamental 
“cuando la presencia de un fenómeno real o inminente sea de tal magnitud que el o los Gobiernos 
Autónomos Municipales afectados, no puedan atender el desastre con sus propias capacidades 
económicas y/o técnicas; situación en la que todas las instituciones destinadas a la atención de la 
emergencia del nivel departamental y de los Gobiernos Autónomos Municipales afectados, ejecutarán 
sus protocolos de coordinación e intervención”. 

 
Que, entre las implicaciones de la declaratoria de situación de desastre y/o emergencia, se encuentran la 
establecidas en el Artículo 40, parágrafo I, de la precitada norma, que establece que en situación de 
Declaratoria de Emergencia, el nivel central del Estado y las entidades territoriales autónomas, aplicarán 
las acciones correspondientes para la preparación, respuesta y recuperación integral de la emergencia 
declarada, en el marco de su Plan de Contingencia correspondiente.  

 
Que, el mismo artículo en sus parágrafos III y IV, dispone que en situación de Desastre y/o Emergencia, 
el nivel central del estado y las entidades territoriales autónomas, aplicarán el régimen normativo de 
excepción. Las autoridades del nivel Central del Estado y de las entidades territoriales autónomas para 
las declaratorias de desastres y/o emergencias deberán considerar solo las áreas y población afectadas 
por la presencia del evento adverso. 
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Que, por su parte, el Reglamento a la Ley N° 602 de Gestión de Riesgos, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 2342 de fecha 29 de abril de 2015, en su Artículo 63 dispone que las declaratorias de 
desastres y/o emergencia, establecidas en el Artículo 39 de la Ley N° 602, deben estar respaldadas con 
un Informe Técnico y Jurídico de sustento, que incluya los siguientes elementos: “a) Descripción general 
del área afectada; b) Determinación de las condiciones que generaron el desastre y/o emergencia; c) 
Descripción de los daños y análisis de necesidades; d) Cuantificación de familias afectadas y 
damnificadas, descripción de aspectos socio-económicos; e) Informe sobre la aplicación de planes de 
emergencia y contingencia; f) Informe de ejecución presupuestaria en el marco del desastre y/o 
emergencia; g) Análisis de alternativas para la atención del desastres y/o emergencia; h) 
Recomendaciones para orientar el proceso de recuperación; i) Otros conforme a las características de los 
sistemas de vida afectada”. 
 
Que, respecto a la temporalidad de las declaratorias, el artículo 65 del Decreto Supremo N° 2342, 
dispone que las autoridades que declaren la situación de desastre y/o emergencia, en cualquiera de las 
entidades territoriales autónomas, podrán establecer la vigencia de la declaratoria, con base en una 
estimación del tiempo previsto para las tareas de atención y rehabilitación requeridas. Para efectos del 
régimen de excepción establecido en el Capítulo III de la Ley N° 602, la temporalidad de las declaratorias 
podrá ser ampliada hasta un periodo de nueve (9) meses. 
 
Que, la ley de Emergencia Sanitaria en su capítulo I, articulo 6 (Emergencia Sanitaria), inciso I y II 
establece: I. La emergencia sanitaria acaece cuando una o varias enfermedades constituyan un riesgo 
para la salud pública, implique una situación de extrema gravedad y magnitud que dañe directamente a 
las personas y provoque una crisis sanitaria, sean éstos por un brote epidémico que afecte o exista 
contagios comunitarios al interior del territorio nacional o sea declarada como epidemia o pandemia. II. El 
Órgano Ejecutivo, mediante el Ministerio de Salud y Deportes, a solicitud fundamentada del Consejo 
Nacional Estratégico para Emergencias Sanitarias, declarará, evaluará y gestionará la emergencia 
sanitaria en el ámbito territorial en el que ésta se requiera, mediante Resolución Ministerial. 
 
Que, en fecha 26 de octubre de 2023 el Gobernador Luis Fernando Camacho Vaca, emite Decreto 
Departamental Nº 432, mediante el cual se Declara Emergencia Departamental, debido a las variaciones 
climáticas que han y están ocasionando déficit de precipitación, estrés hídrico, sequia, vientos fuertes, 
altas temperaturas, incendios forestales, contaminación ambiental, provocados por la acción del hombre, 
y otros eventos adversos productos del fenómeno del Niño y la alta de Bolivia, que ponen en riesgo la 
vida e integridad de las personas, salud, biodiversidad, seguridad alimentaria y económica en todo el 
Departamental de Santa Cruz; así también se Declara  Alerta Roja Sanitaria por contaminación del aire, 
por humo a raíz de los incendios forestales, para precautelar la salud y el riesgo de aumento de 
patologías asociadas al humo, debiendo fortalecerse todo el sistema de salud con el objeto de garantizar 
la atención para salvaguardar la vida, integridad y salud, de todos los pobladores del Departamento de 
Santa Cruz. 
 
Que, en el artículo 4 del Decreto Departamental Nº 432 de fecha 26 de octubre de 2023, establece el 
(Régimen de Excepción). I.- A partir de la entrada en vigencia del presente Decreto Departamental y 
durante el plazo establecido en el artículo anterior, se aplicará el Régimen de Excepción de contratación 
de bienes y servicios establecido en la Ley N° 602, el Decreto Supremo N° 2342, las Normas Básicas del 
Sistema de Administración de Bienes y Servicios (NB-SABS) aprobadas mediante Decreto Supremo Nº 
181 y sus Decretos Modificatorios. II.- El Gobernador como Máxima Autoridad Ejecutiva MAE deberá 
Delegar mediante Resolución expresa al Responsable de Contratación bajo la Modalidad de Contratación 
por Desastre y/o Emergencias, en el marco del artículo 7 de la Ley Nº2341 de Procedimientos 
Administrativo, de 23 de abril de 2002. 
 
Que, el Articulo 8 de la Ley Departamental Nº 284 de Organización del Ejecutivo Departamental 
menciona que la Gobernadora o el Gobernador en su condición de Máxima Autoridad Ejecutiva conforme 
a la Constitución Política del Estado y el Estatuto Autonómico del Departamento de Santa Cruz, ostenta 
la más alta representación del Departamento y de la unidad institucional del Gobierno Autónomo 
Departamental; es la primera autoridad política de Santa Cruz, dirige a la Gobernación y ejerce la 
representación ordinaria del Estado en la jurisdicción departamental. 
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Que, el Articulo 9 de la mencionada Ley Departamental, respecto a las atribuciones del Gobernador, 
expresa que la Máxima Autoridad Ejecutiva del Departamento tiene las siguientes atribuciones: (…) 19) 
Delegar en las Secretarias y/o Secretarios Departamentales, Directoras o Directores las facultades 
relacionadas con las materias que les competen, de acuerdo con lo que la delegación determine expresa 
y taxativamente. 
 
Que, la Ley de Procedimiento Administrativo Nº 2341, en su Artículo 7, Parágrafo I y II, señala: “Las 
Autoridades Administrativas podrán delegar el ejercicio de su competencia para conocer determinados 
asuntos administrativos, por causa justificada, mediante Resolución expresa, motivada y publica. Esta 
delegación se efectúa únicamente dentro de la entidad pública a su cargo. II. El delegante y el delegado, 
serán responsables solidarios por el resultado y desempeño de las funciones, deberes y atribuciones 
emergentes del ejercicio de la delegación, conforme a la Ley 1178 de Administración y Control 
Gubernamental de 20 de julio de 1990 y disposiciones reglamentaciones reglamentarias”. 
 
Que, por mandato expreso del Art. 7 parágrafo VI de la Ley Nº 2341 indica que la delegación de 
competencia es libremente revocable, surtiendo efecto a partir de la fecha de publicación en un órgano 
de prensa de circulación nacional.  
 
Que, el numeral 3) parágrafo III del Artículo 7 de la Ley Nº 2341 dispone que en ningún caso, podrán ser 
objeto de delegación las competencias relativas a la resolución de recursos jerárquicos, en el órgano 
administrativo que haya dictado el acto del recurso, lo cual guarda concordancia con el inc. g) del Art. 32 
y 92 –II de las NB-SABS, que establecen como atribución de la MAE, la de resolver los recursos 
Administrativos de impugnación, siempre y cuando no asuma las funciones de RPC. 
 

 
Que, mediante Comunicación Interna GADSC/DESPACHO/CI. 509/2023 de 01 de noviembre, el señor 
Gobernador – Luis Fernando Camacho Vaca solicita al Secretario Departamental de Justicia, instruya 
que por medio de la Dirección de Desarrollo Autonómico se proceda a la elaboración de la Resolución 
Administrativa de Delegación en favor de la Directora Administrativa del Ejecutivo Departamental – Lic. 
Carmen Hortencia Abecia Claure a objeto de que la misma funja como Responsable de Contratación bajo 
la Modalidad de Contratación por Desastre y/o Emergencias. 
 
POR TANTO: 
 
El Gobernador del Departamento de Santa Cruz en uso de sus legítimas atribuciones conferidas por la 
Constitución Política del Estado, el Estatuto Autonómico del Departamento  de Santa Cruz, la Ley Nº 
1178 de Administración y Control Gubernamental, la Ley 2341 de Procedimiento Administrativo, la Ley Nº 
031 Marco de Autonomías y Descentralización, la Ley Departamental Nº 284 del Órgano Ejecutivo 
Departamental y demás normas del ordenamiento legal. 
 

RESUELVE:  
 
ARTICULO PRIMERO. - Delegar a la servidora o servidor público que ostente el cargo de Directora o 
Director de la Dirección Administrativa del Gobierno Autónomo Departamental de Santa Cruz, para que 
actúe como Responsable de Contratación bajo la Modalidad de Contratación por Desastre y/o 
Emergencias, en el marco del artículo 7 de la Ley Nº 2341 de Procedimientos Administrativo, de 23 de 
abril de 2002. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- La presente delegación recaerá en la servidora o servidor que se encuentre 
ejerciendo el cargo de Directora o Director de la Dirección Administrativa del Gobierno Autónomo 
Departamental de Santa Cruz, ya sea como titular o interino, siendo responsable solidario por el resultado 
y desempeño de las funciones, deberes y atribuciones emergentes del ejercicio de la delegación, 
conforme a Ley Nº 1178 de Administración y Control Gubernamentales de 20 de julio de 1990 y 
disposiciones reglamentarias. 
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ARTICULO TERCERO.- Se ordena la publicación de la presente Resolución en la Gaceta Oficial del 
Departamento tanto en su versión digital como impresa, surtiendo efectos legales a partir de la fecha de 
su publicación, en cumplimiento al Artículo 135 de la Ley Nº 031 Marco de Autonomías y 
Descentralización. 
 
ARTICULO CUARTO.- Queda encargado del cumplimiento de esta resolución la Dirección Administrativa 
dependiente de la Secretaría Departamental de Hacienda del Gobierno Autónomo Departamental de 
Santa Cruz. 
 
Es dada en el Recinto Penitenciario San Pedro de Chonchocoro, La Paz, en fecha uno de noviembre del 
año dos mil veintitrés.-  
 
 
 
 
FDO. LUIS FERNANDO CAMACHO VACA 
 


